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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano JUAN PABLO LOAIZA CANO, frente al fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por él contra la Superintendencia Financiera de Colombia.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor LOAIZA CANO se puede concretar así: (i) en agosto 27 de 2014 presentó en Davivienda su declaración de renta correspondiente al año gravable 2013, junto con el formulario # 490, por valor de $4´607.000, al cual le fue puesto el sello de “recibido con pago”; (ii) al año siguiente cuando verificó su estado de cuenta con la DIAN se enteró que ese impuesto aparecía como no presentado, y al efecto se le informó que ello obedecía a que la entidad bancaria omitió colocar el sello de “recibido con pago”; (iii) en junio 16 y julio 16 de 2015 elevó reclamaciones a Davivienda con el propósito de buscar una solución a su problema, en atención a que la corrección de la inconsistencia tenía un costo de $1´969.000.oo, $1´675.000 como sanción y $294.000 por intereses moratorios, monto que finalmente tuvo que ser asumido por él; (iv) dicho banco solo contestó el primer requerimiento con una respuesta que no fue satisfactoria a sus intereses, y omitió pronunciarse frente al segundo, por lo que recurrió a la acción de tutela, pero la misma fue rechazada bajo el argumento de que no era el mecanismo legal apropiado para ventilar su inconformidad; (v) en septiembre 16 de 2015 radicó derecho de petición ante la Superintendencia Financiera, en el que indicó que 3 meses antes había elevado una queja en igual sentido a la cual no se le dio trámite, y solicitó a esa dependencia investigar la actuación de Davivienda, conminarla para que reconociera el dinero correspondiente a la sanción e intereses moratorios impuestos por la DIAN, y prevenirla para que en lo sucesivo aplicara de forma ética y efectiva los procedimientos y las normas que le competen, específicamente la Resolución 478/00; y (vi) han sido dos las ocasiones en las cuales ha elevado solicitudes ante dicha superintendencia pero esa entidad se ha sustraído de su obligación legal de contestar.
Con fundamento en lo anterior solicitó la protección de su derecho constitucional de petición; y, en consecuencia, se ordene a la Superintendencia Financiera que dentro de las 48 siguientes a la notificación se pronuncie de fondo y por escrito sobre la petición elevada por él en septiembre 16 de 2015.
 3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juzgado de instancia corrió traslado a la Superintendencia Financiera de Colombia, entidad que se pronunció en los siguientes términos:

Revisada la base de datos se logró determinar que el accionante presentó una solicitud en septiembre 18 de 2015, la cual fue radicada como queja, y de acuerdo con el procedimiento establecido en la Circular Básica Jurídica 029 de 2014 se procedió a requerir al banco Davivienda mediante oficio No. 2015096241-003 de septiembre 25 de 2015, con el fin de que informara sobre los hechos que son materia de la inconformidad del señor JUAN PABLO LOAIZA CANO, lo cual le fue dado a conocer a él en comunicación de la misma fecha, en la que además se le indicó el trámite previsto para la atención de reclamos que se instauran ante esa Superintendencia.
De acuerdo con el requerimiento hecho, Davivienda en octubre 14 de 2015 se pronunció y anexó la contestación brindada al peticionario, la cual en criterio de esa dependencia cumplía los requisitos legales, y de conformidad con lo cual se dio por finalizada la actuación administrativa adelantada por ese ente, y se procedió a emitir la respuesta final en octubre 21 de 2015, la cual fue enviada al correo electrónico JUANPLC2014@HOTMAIL.COM suministrado por el solicitante, y remitida nuevamente por correo certificado 472 en virtud de la presente acción al email señalado y a la calle 15 No. 5-71 Apto 4-B edificio Olvega de Pereira (Rda.).

La actuación administrativa que adelanta esa Superintendencia respecto de las entidades vigiladas con relación al trámite de quejas, de acuerdo con lo consagrado en el artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y en el Decreto 2555/10, se orienta a procurar que éstas suministren a los usuarios del servicio la información atinente respecto a su reclamación, pero no a definir responsabilidad que se derive del incumplimiento de estipulaciones contractuales o a emitir órdenes de hacer efectivo un compromiso particular, ya que ello corresponde a la jurisdicción ordinaria; por tanto, si el accionante considera que el proceder del banco en mención le ha ocasionado un perjuicio o a su juicio existe incumplimiento de alguna de las cláusulas acordadas, puede acudir a las acciones judiciales pertinentes o ante la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de esa Superintendencia.
Por lo anterior solicita negar el amparo en lo concerniente a ese ente.
3.2.- El banco Davivienda, pese a que fue vinculado conforme lo ordenado por esta Sala, no se pronunció dentro del término que le fue concedido ni tampoco antes de emitirse la sentencia de primera instancia. En forma posterior indicó que esa entidad atendió favorablemente la reclamación presentada por el actor, y en virtud de ello en agosto 25 de 2015 realizó el reembolso del dinero correspondiente a la sanción impuesta por la Dian, en la cuenta de dicho ciudadano, de lo cual le informó a éste mediante comunicación de septiembre 03 de 2015.
3.3.- Agotado el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que negó el amparo del derecho fundamental de petición en atención a que la entidad accionada ya había dado respuesta a los requerimientos elevados por el actor.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, el accionante presentó escrito de impugnación. Como fundamentos de su disenso argumentó:

Si bien recibió una respuesta por parte de la Superintendencia que le fue remitida por el correo 472 y recibida en diciembre 24 de 2015, la misma no resuelve de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado por él; además, tiene como fecha de elaboración octubre 21 de 2015, es decir, que la misma fue enviada dos meses después con ocasión de la tutela, al parecer con el fin de inducir en error al despacho para que declarara la improcedencia de la acción.  
Si bien la Superintendencia le había mandado comunicaciones anteriores, en la primera de ella le solicitó complementar la información de la queja para poder gestionar la misma, y en la segunda, informó el trámite que se le había dado a su reclamación registrada por vía de la página web, pero aún no ha solucionado nada en concreto.

En el contenido de la referida respuesta se indica que Davivienda aceptó los argumentos de su petición y atendió favorablemente su reclamación mediante oficio de septiembre 03 de 2015. Pero ello no es cierto, de haber sido así no hubiera elevado el derecho de petición en septiembre 17 de 2015. 
La entidad accionada ha burlado la gestión procesal del despacho, toda vez que de acuerdo con las aseveraciones que hizo en la contestación de la demanda, el juzgado indicó en las consideraciones de la sentencia que esa Superintendencia ha atendido todas las peticiones que él ha elevado, lo cual no es correcto y tampoco ha recibido ninguna comunicación de Davivienda ni antes ni después de instaurar la acción.
En conclusión, la vulneración del núcleo esencial de su derecho fundamental de petición continúa, ya que casi 4 meses después no se ha emitido una respuesta acorde con su solicitud, puesto que hasta la fecha no sabe si fue o no aceptada su reclamación por parte de Davivienda.
Por lo anterior, solicita revocar la decisión adoptada por el juez de primer nivel, y en su lugar tutelar la garantía constitucional que le está siendo afectada, y ordenar a la Superintendencia Financiera que dentro del término de 48 horas le dé una respuesta por escrito, clara y coherente sobre el fondo del asunto, es decir, sobre la gestión realizada por esa entidad dentro de sus funciones de inspección y vigilancia respecto de la actuación del banco Davivienda.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución  Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema planteado

De conformidad con los argumentos planteados en el recurso, corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la providencia de primer nivel en cuanto negó el amparo del derecho invocado por el actor, al considerar que el mismo no está siendo quebrantado por parte la Superintendencia Financiera de Colombia. Acorde con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda a los ciudadanos la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas y a determinados entes privados en interés particular, para obtener, dentro de un término legalmente establecido, una respuesta efectiva. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando la autoridad o persona que atiende el servicio público a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida.  A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
. 

Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

Pretende el señor LOAIZA CANO que esta instancia revoque la decisión adoptada por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, para en su lugar conceda el amparo reclamado por él, y en consecuencia, ordenarle a la Superintendencia Financiera de Colombia pronunciarse sobre la petición elevada por él en septiembre 16 de 2015, la cual está relacionada con el procedimiento irregular realizado por el banco Davivienda respecto de su declaración de renta correspondiente al año gravable 2013, al no haberle puesto el sello de recibido con pago, pese a que entregó el valor total de esa liquidación, lo que finalmente le generó sanciones pecuniarias con la DIAN.

Lo anterior, por cuanto asegura que si bien esa entidad dio contestación de forma tardía a su requerimiento, la misma no satisface los presupuestos establecidos en torno al derecho de petición, puesto que no aborda de fondo y de manera concreta lo solicitado, y en esa medida el núcleo esencial de esa garantía continúa siendo afectado, pues al indicársele por la referida entidad en su pronunciamiento cuál fue la gestión realizada dentro de sus funciones de inspección y vigilancia respecto de la actuación del aludido banco, se quebranta el derecho fundamental que invoca.
De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela,  las pruebas incorporadas a la actuación, y los argumentos expuestos por cada una de las partes, debe decir la Colegiatura que lamentablemente no le asiste razón al actor en sus planteamientos; y, por tanto, la decisión adoptada por el juez de instancia se encuentra ajustada a derecho.

Como bien lo resaltó el funcionario de primer nivel, el citado ente emitió respuesta sobre lo solicitado por el actor, y notificó la misma inicialmente al correo electrónico suministrado por él, lo cual no fue objeto de controversia por el accionante, y en forma posterior por correo certificado. Así mismo, lo informado por esa entidad sobre el asunto es acorde con las funciones que le competen legalmente sobre la materia, las cuales en relación con las quejas se orientan a procurar que las entidades vigiladas suministren a los usuarios la información referente a su reclamación.
Lo que se pretende por el accionante es que la contestación sea en la forma que él espera, pese a que ello desborda la competencia con la que cuenta la entidad involucrada, la cual claramente indicó que no tiene la facultad de definir responsabilidad derivada del incumplimiento contractual, como tampoco ninguna orden en ese sentido, por cuanto ello corresponde a la jurisdicción ordinaria; y que por tanto, si el accionante considera que se ha presentado una actuación irregular en detrimento de sus intereses, puede acudir a las acciones judiciales pertinentes o ante la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de esa Superintendencia.

De otra parte, no obstante que el actor sostiene que a la fecha no sabe si su reclamación por parte de Davivienda fue o no aceptada, tanto la Superintendencia como el referido banco aseguran que fue así, y al efecto allegaron copia de la comunicación respectiva, y puntualmente la entidad bancaria afirmó que el dinero correspondiente a la sanción por la omisión en la que se incurrió ya le fue reembolsado a su cuenta.

Acorde con lo brevemente expuesto, esta Sala itera que no puede avalar las pretensiones del impugnante, y está en el deber de confirmar la decisión proferida en la primera instancia, por cuanto no se observa vulneración de la garantía constitucional invocada, y en todo caso el tutelante cuenta con otros mecanismos para ventilar la inconformidad planteada en el presente asunto.
6.- DECISIÓN
PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.
COMUNÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-043/09
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